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Corresponde resarcir los daños y perjuicios producidos por la publicación de la imagen de una persona física en un programa de televisión -incluso cuando se mencionara erróneamente su nombre-, como por la mención de una supuesta relación íntima y sexual que dicha persona habría mantenido con un cantante extranjero, al configurarse una violación a la intimidad, honor e imagen de la accionante; no resultando necesario acreditar el comportamiento doloso o culposo de los accionados, cuando como en el caso, sin justificación alguna se invadió la esfera de estricta privacidad de la actora, sin poder aplicarse al caso la doctrina de la real malicia.
Sumario:   


1.-Corresponde responsabilizar a la empresa licenciataria del canal de televisión a través del cual se dio a publicación sin consentimiento una imagen -así como también es responsable el productor de los contenidos de dicho programa- de una persona física atribuyéndole una supuesta relación deshonrosa y sexual con un cantante famoso extranjero, y ello, aunque se la haya mencionado con otro nombre erróneamente, siendo lo trascendente la sola publicación sin permiso de su imagen. 

2.-La publicación de la propia imagen de la actora en un programa de televisión, aún cuando se le haya atribuido otro nombre de pila, atribuyéndole además haber mantenido relaciones íntimas o amorosas, y fugaces con un cantante de rock extranjero, importa violentar sin derecho la esfera privada y de respeto a su honra protegida por el art. 19(ref:LEG1280.199 de la CN. y 1071 bis 


del CCiv. y art.12 de la Declaración Universal de los Derecho Humanos ; art 11 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de raigambre constitucional y que hacen procedente la reparación. 

3.-La garantía constitucional de la libertad de expresión no significa que el periodismo quede eximido del deber de reparar los daños que en consecuencia causare, ya sea al difundir imágenes, noticias falsas o erróneas, o invadir la privacidad; pues dicha libertad no significa impunidad, debiéndose responder por los daños que pudieran provocarse en el ejercicio de aquella libertad. Además, al igual que los demás derechos, aquel no es un derecho absoluto. 

4.-El derecho a la imagen constituye un derecho de la personalidad con autonomía propia. Tanto el art. 31 

de la ley 11723, como el art. 33 

de la CN., brindan tutela jurídica a este derecho, y al derecho a la intimidad. Dicho artículo 31 contempla un modo de protección a la intimidad, también tutelada por el art. 1071 bis del Civ.; que vino también a complementar la tutela del derecho a la imagen y a suplir el vacío legal que existía en la protección contra la captación no autorizada de aquélla. El derecho a la imagen protege tanto la publicación y difusión de ésta, como su mera captación; el art. 31 se limita a prohibir su difusión, y la captación no autorizada de la imagen se encuentra tutelada por el art. 1071 bis del Cód. Civil, en cuanto la protege de toda intromisión arbitraria en la vida privada. 

5.-Si bien el texto del art. 31 de la Ley 11723 se limita al supuesto del retrato fotográfico de una persona, esta disposición se aplica por extensión analógica a cualquier otra forma de reproducción de la imagen de las personas, tales como la imagen móvil, cinematográfica o televisiva, los dibujos, las esculturas, las representaciones teatrales y las caricaturas, en tanto sea posible identificar a la persona. 

6.-El derecho a la intimidad se encuentra recepcionado por las convenciones internacionales incorporadas luego de 1.994 en el art. 75, inc. 22 

de la Constitución, tiene jerarquía constitucional, y se refiere a ella la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948; el Pacto de San José de Costa Rica, ratificado por ley 23054; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por ley 23313; además del mentado art. 1071 bis del Código Civil, y el art. 19 de la CN. 

7.-La doctrina de la real malicia, no resulta aplicable cuando los argumentos por los cuales se fundó la condena de los demandados se basan en la indebida injerencia en la vida privada de la actora, como derivación lógica de la interpretación del art. 19 de la CN., pues en tal ámbito, no es relevante la verdad o falsedad de los hechos afirmados; la doctrina de la real malicia, para eximir de responsabilidad a un medio de prensa resulta inadmisible cuando sin justificación, en forma ilegítima, se invade la esfera de estricta privacidad de una persona; no puede admitirse tal doctrina cuando los jueces consideraron que la conducta evaluada era en sí antijurídica de acuerdo a los principios que surgían del art. 19 de la CN. según la interpretación dada por la Corte Suprema 

8.-Es relevante a los fines de considerar la prueba, la actitud asumida por los síndicos de la demandada, más aún cuando dichos síndicos -como ha ocurrido en el caso- entienden que la actora acreditó la exhibición de su imagen, que corresponde se le reconozca indemnización y que la demandada Sociedad no efectuó control del contenido del programa a difundir por lo cual actuó con culpa.

Fallo:   

En Buenos Aires, a los 14 días del mes de septiembre del año dos mil diez, encontrándose reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala "L" de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil a fin de pronunciarse en el expediente caratulado "L., V. G. c/ Telearte S.A. Empresa de Radio y Televisión y otro s/daños y perjuicios" y de acuerdo al orden del sorteo La Dra. Pérez Pardo dijo: 

I.- Contra la sentencia de fs. 474/484, recurre el codemandado Telearte Sociedad Anónima Empresa de Radio y Televisión por los agravios que expresa a fs. 574/577 -que no fueron contestados- y el codemandado Sr. Gelblung por los suyos de fs. 580/585 -que tampoco fueron contestados-. 

II.- La actora persigue el resarcimiento de los daños y perjuicios por daño psicológico y por daño moral, en función de la ofensa al honor que dice haber sufrido con motivo de la emisión de un programa televisivo en el cual se le atribuyó una relación deshonrosa con un tercero. 

El juez de la instancia anterior hizo lugar sólo a la demanda por daño moral condenando solidariamente a ambos demandados a pagar la suma de pesos cuarenta mil ($40.000), con más sus intereses según la tasa pasiva promedio mensual que establece el Banco Central de la República Argentina, desde la fecha del perjuicio y hasta el efectivo pago, con costas a la demandada. 

Se agravia Telearte Sociedad Anónima Empresa de Radio y Televisión por la atribución de responsabilidad y el monto fijado en concepto de resarcimiento por daño moral. Cuestiona la valoración efectuada de la prueba testimonial de autos y considera que la foto que apareció en el programa "Memoria" no pertenece a la actora, negándose que en dicho programa se le imputara haber mantenido una relación íntima con el cantante "Iggy Pop". Se queja por no haberse aplicado los principios derivados de la doctrina de la real malicia; porque no se acreditó la intención de dañar de los condenados; y porque se consideró que el derecho a la imagen sólo cede ante un interés general de la sociedad, limitándose dicho interés al priorizarse unos temas sobre otros. 

Por su parte, el Sr. Gelblung también se quejó por la responsabilidad atribuida cuestionando la procedencia y monto del daño moral. Impugna la valoración de la prueba y refiere que no se acreditó que la imagen de la actora fuera la exhibida en el programa. 

III.- Atento a las críticas planteadas por las partes debo recordar que nuestro más Alto Tribunal ha decidido que los jueces no están obligados a analizar todas y cada una de las argumentaciones de las partes, ni tampoco cada medida de prueba; sino solamente aquellas que sean conducentes y posean relevancia para decidir el caso, según la forma en que ha quedado trabada la relación procesal (CSJN, Fallos: 144:611; 258:304, 262:222, 265:301, 272:225, 274:113, 276:132, 280:3201, 303:2088, 304:819, 305:537, 307:1121, entre otros).- 

El artículo 377 

del Código Procesal prevé que incumbirá la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el juez o tribunal no tenga el deber de conocer. Cada una de las partes deberá probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como fundamento de su pretensión, defensa o excepción y habrá de ser en principio la parte actora quien deba acreditar los hechos constitutivos de su pretensión procesal, por ser aquélla quien más interés posee en demostrar la pertinencia de su reclamo. La carga de la prueba es una circunstancia de riesgo que consiste en que quien no demuestre los hechos que debe probar, pierda el pleito (conf. Couture, Eduardo J. "Fundamentos del derecho procesal civil", Depalma, pág. 242). 

Además, si como en el caso, los codemandados negaron que la imagen por la que se reclama perteneciera a la actora, su prueba le incumbirá a esta última. 

A la luz de los principios enunciados, corresponde analizar los planteos efectuados. 

IV.- No se encuentra cuestionada la autenticidad del video de prueba acompañado. En éste puede visualizarse la emisión del programa "Memoria" del día 12 de abril de 1.998 que en su parte final presenta al conductor, Sr. Samuel Gelblumg, anunciando el inicio de una nota denominada "Cama y Rock", referida a relaciones íntimas mantenidas por algunas mujeres con cantantes de rock extranjeros. Al mencionarse al cantante Iggy Pop -"la serpiente del rock"-, expresó que "... en 1.997, entre las mujeres que conoció, hubo una que duró más de una noche, se metió en su cama y terminó conquistando su corazón...". En ese mismo momento se trasmitió la imagen de una mujer con la frase "Visitó la Argentina tres veces", "En 1.997 conoce a Mariana y cae rendido a sus encantos". 

El "a quo" consideró que con la prueba testimonial brindada en autos se encuentra suficientemente probado que la imagen de esa mujer se correspondía con la de la actora, V. G. L., aún cuando se la identificó con otro nombre (Mariana). 

Los aquí recurrentes cuestionaron la valoración de tales elementos probatorios a cuyo fin corresponderá analizar las declaraciones de los testigos Pérez de fs. 225/258 y del Sr. Ravena de fs.253/254. 

Refirió el primero de los nombrados, que conocía a la actora por ser vecina (ver resp. a la primera pregunta de la actora a fs. 225) y dijo que vio la imagen de la actora en un programa de televisión (ver resp. a la segunda pregunta de la actora a fs. 225); que estaba con un conjunto de amigos, cenando en la casa de "Daniela" de apellido Ravena, junto a Luciano González y el hermano de Daniela. Dijo que en dicho momento vieron que en el programa pasaban la imagen de la actora "... que fue nombrada en la tele como Mariana, no como V. ...", se la relacionaba con un artista, Iggy Pop y el programa se llamaba ... cama y rock ..."(ver resp. a la tercera pregunta de la actora a fs. 225/226). Además refirió que también la había visto en otro programa donde mostraban "modelos nuevas que nunca habían aparecido anteriormente", aunque su madre le comentó que "apareció en dos o tres programas" (ver resp. a la primer repregunta y a la efectuada por el juzgado a fs. 226). Agregó que primero mostraron la foto del cantante y luego la de la actora, que se refirieron a la actora, unos 10 o 15 minutos, en los cuales su imagen apareció sólo durante segundos (ver fs. 227). 

A fs. 253/254 obra el segundo de los testimonios nombrados. La Srta. Ravena refirió conocer a la actora "...desde chica por el barrio..." y por ser novia de un amigo suyo (ver resp. a la primera pregunta de fs. 253). Señaló que estaban tres amigos en la cocina comiendo, su hermano estaba en la habitación con su ex novia y su mamá estaba en otra parte de la casa, cuando mirando en canal 9, un programa de "Memoria", que trataba de "...modelos ... que eran como damas de compañía o tenían aventuras con músicos o roqueros que venían de afuera a cantar en Argentina...", cuando vieron una foto de la actora, aunque con otro nombre, que la relacionaron con el cantante Iggy Pop.Señaló que sólo la vieron ellos tres porque cuando llamaron a su hermano, la imagen ya había pasado (ver fs. 253). 

Las quejas de los demandados se centran en la valoración que el "a quo" efectuó respecto de estos testimonios. Cabe señalar que las declaraciones de los testigos no deben mirarse con disfavor, ni con exageradas aprehensiones. La aceptación del dicho de un testigo tiene que ser menos rigurosa que su examen para desecharlo. Esto ocurre porque, en definitiva, el juez está apoyado en la construcción jurídica de que los testigos no pueden mentir, tanto por existir una punición legal sobre el falso testimonio (art. 275 

del Cód. Penal), cuanto porque el método de interrogación judicial libre y de oficio por el juez, permite indagar la mendacidad en que pudiera incurrir el testigo o su falta de comprensión de los hechos. 

El juez debe apreciar la prueba testimonial según las reglas de la sana crítica y las circunstancias y motivos que corroboren o disminuyan la fuerza de las declaraciones de los testigos; la fuerza probatoria de un testigo está vinculada con la razón de sus dichos y, en particular, con las explicaciones que pueda dar acerca del conocimiento de los hechos a través de lo que sus sentidos percibieron. 

En este sentido, no es razonable desechar sus dichos frente a las supuestas contradicciones que refieren los quejosos, cuando se advierte que sus relatos no sólo resultan coincidentes entre sí, sino que además, contienen un coherente relato de los hechos. 

Tampoco resulta relevante el argumento de ser observadores accidentales o fugaces para prescindir de sus dichos, especialmente si se tiene en cuenta que los accionados no acreditaron que aludían a otra persona en la nota, para contradecir dichos testimonios. 

Por otra parte, en cuanto a las alegadas contradicciones entre los testigos a las cuales hizo referencia la codemandada Telearte Sociedad Anónima Empresa de Radio y Televisión, no resultan atendibles ya que el testigo Pérez dijo que vio el programa con un "conjunto de amigos", y si bien no recordaba el apellido de la dueña de casa "Daniela" -la otra deponente en autos-, sí mencionó que estaba él juntamente con el Sr. González, la aludida "Daniela" y el hermano de ésta, que en ese instante no estaba comiendo con ellos. Ello resulta sustancialmente coincidente con la declaración de la testigo Daniela Ravena, difiriendo únicamente en cuanto al lugar preciso en el que se encontraba Pablo, su hermano, al momento de presenciar la nota televisiva. 

Por otra parte, no encuentro relevante la falta de precisión del testigo Pérez, respecto del apellido de la Srta. Daniela, desde que en muchas ocasiones se ve que los grupos de amigos concurren al domicilio de conocidos sin tener conocimiento pleno del apellido de éstos, y no se ha invocado ni acreditado que el testigo tuviera alguna relación familiar o de otra naturaleza por la cual no podía necesariamente desconocer el apellido de aquella testigo. 

Tampoco pueden desecharse los testimonios por tratarse de conocidos de la actora. Es que atento al objeto del litigio y considerando que correspondía a ésta demostrar que la imagen mostrada en el video le pertenecía, los únicos capaces de acreditarlo son testigos que la conocieran, aunque más no fuera de vista por ser vecinos. 

En cuanto a si se trata o no de la imagen de la actora la que aparece en el programa, entiendo que los mencionados testigos lo acreditan y los accionados no desvirtuaron que la Srta. L. fue la protagonista de la propaganda de zapatos que obra a fs.143 de la revista ofrecida como prueba (ver fs.146) y exhibida en la nota, aún cuando la menciona como "Mariana". Tal circunstancia resulta concordante con lo afirmado por la Srta. L. en cuanto a que hizo esa propaganda cuando trabajaba como modelo. Esta circunstancia de ningún modo fue desvirtuado con el informe de fs.156, y tampoco mereció prueba en contrario por parte de los accionados quienes no cuestionaron que la actora, presente en la audiencia de fs.302 protagonizara la publicidad cuya imagen mostraron en el programa. 

De modo que exhibir una publicidad o propaganda realizada por la actora, tiene en mi criterio el mismo impacto que presentar una imagen o foto directa de la misma, pues lo relevante es que sea posible identificar a la persona. 

A ello se suma la actitud asumida por los síndicos de Telearte S.A. quienes al pronunciarse a fs. 454/456 entienden que la actora acreditó la exhibición de su imagen (fs. 455), que corresponde se le reconozca indemnización y que Telearte S.A. no efectuó control del contenido del programa a difundir por lo cual actuó con culpa (fs. 456). 

Por ello y ponderando los testimonios en su conjunto, las imágenes del video y documental acompañadas y demás prueba mencionada, considero que la actora acreditó que su imagen fue la publicada en el programa "Memoria" del día 12 de abril de 1.998, aún cuando se le haya atribuido otro nombre de pila de haber mantenido relaciones íntimas o amorosas, y fugaces con el cantante de rock extranjero Iggy Pop, innegablemente importa violentar sin derecho la esfera privada y de respeto a su honra protegida por el art. 19 

de la Constitución Nacional y 1.071 bis 

del Cód. Civil y art.12 de la Declaración Universal de los Derecho Humanos ; art 11 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de raigambre constitucional y que hacen procedente la reparación. 

Es incuestionable el lugar que ocupa la garantía constitucional de la libertad de expresión en nuestro ordenamiento jurídico, siendo uno de los derechos que cuenta con mayor entidad y con la máxima tutela jurisdiccional, no sólo reconocido por el art. 14 

de la Constitución Nacional, sino también por los tratados y convenciones internacionales incorporados a partir de la reforma constitucional de 1.994 (conf.Convención Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto de San José de Costa Rica, etc). Pero ello no significa que el periodismo quede eximido del deber de reparar los daños que en consecuencia causare, ya sea al difundir imágenes, noticias falsas o erróneas, o invadir la privacidad; pues dicha libertad no significa impunidad, debiéndose responder por los daños que pudieran provocarse en el ejercicio de aquella libertad. Además, al igual que los demás derechos, aquel no es un derecho absoluto (Fallos: 257:275; 258:267; 262:205).- 

Por otro lado, el derecho a la imagen constituye un derecho de la personalidad con autonomía propia (conf. CNCiv, Sala D, "W. de F. c/ Editarte S.A. s/ daños y perjuicios", ED 171-100). Se define como "la facultad de cada persona de disponer exclusivamente de su propia imagen a través de la fotografía divulgada por los medios masivos de comunicación, la prensa y la televisión, así como por el cinematógrafo. Como consecuencia de ello, este derecho consiste también en oponerse a que otro la utilice con cualquier fin" (Bustamante Alsina, Jorge, "Responsabilidad civil por violación del derecho a preservar la propia imagen"; ED 171-94). Tanto el art. 31 

de la ley 11.723, como el art. 33 

de nuestra Constitución Nacional, brindan tutela jurídica a este derecho, y al derecho a la intimidad. Este artículo 31 contempla un modo de protección a la intimidad, también tutelada por el art. 1071 bis del Cód. Civil; que vino también a complementar la tutela del derecho a la imagen y a suplir el vacío legal que existía en la protección contra la captación no autorizada de aquélla. El derecho a la imagen protege tanto la publicación y difusión de ésta, como su mera captación; el art. 31 se limita a prohibir su difusión, y la captación no autorizada de la imagen se encuentra tutelada por el art.1071 bis del Cód. Civil, en cuanto la protege de toda intromisión arbitraria en la vida privada (conf. Emery, Miguel con la colaboración de García Sellart, Marcelo, en "Código Civil y leyes complementarias", Belluscio -director- Zannoni -coordinador-, Editorial Astrea, tº 8, pág. 389). 

Si bien el texto del art. 31 de la Ley 11.723 se limita al supuesto del "retrato fotográfico" de una persona, esta disposición se aplica por extensión analógica a cualquier otra forma de reproducción de la imagen de las personas, tales como la imagen móvil, cinematográfica o televisiva, los dibujos, las esculturas, las representaciones teatrales y las caricaturas, en tanto sea posible identificar a la persona (conf. Emery, Miguel, ob. cit, t º 8, pág. 393). 

En cuanto al derecho a la intimidad, como ya se dijo se encuentra recepcionado por las convenciones internacionales incorporadas luego de 1.994 en el art. 75, inc. 22 de nuestra Constitución, tiene así jerarquía constitucional, y se refiere a ella la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948; el Pacto de San José de Costa Rica, ratificado por ley 23.054; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por ley 23.313 

; además del mentado art. 1071 bis del Código Civil, y el art. 19 de la Constitución Nacional. 

La Corte Suprema ha sostenido que el art. 19 de la Constitución Nacional protege jurídicamente un ámbito de autonomía individual constituida por los sentimientos, hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica, las creencias religiosas, la salud mental y física y, en suma, las acciones, hechos o datos que, teniendo en cuenta las formas de vida aceptadas por la comunidad están reservadas al propio individuo y cuyo conocimiento y divulgación por los extraños significa un peligro real o potencial para la intimidad. El derecho a la privacidad comprende no sólo la esfera doméstica, el círculo familiar y de amistad, sino otros aspectos de la personalidad espiritual física de las personas y nadie puede inmiscuirse en la vida privada de una de ellas ni violar áreas de su actividad no destinadas a ser difundidas, sin su consentimiento o el de sus familiares autorizados para ello; sólo por ley podrá justificarse la intromisión, siempre que medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen (Fallos: 306:1892). 

En materia de responsabilidad civil de los medios de prensa, la doctrina y la jurisprudencia se encuentran lejos de llegar a una solución pacífica. Así, vemos que parte de la doctrina nacional sostiene que en esta materia deben funcionar los mismos principios que en los supuestos corrientes de daños y perjuicios, correspondiendo la carga de la prueba a la víctima que la invoca (conf. Rivera, Julio C., "Instituciones de Derecho Civil", Parte General, Editorial Abeledo Perrot, 2° ed., Buenos Aires, 2000, t. II, p. 103 y sus citas; en CNCiv, Sala D, "B., R. A. c/ P., M. y otros", del 07/03/2005), señalándose como factores de atribución de responsabilidad el dolo y la culpa, y eventualmente el ejercicio abusivo del derecho a informar (Conf. CSJN, "Vago c. La Urraca", del 19-11-91, JA del 25-3-92 -La Ley, 1992-B, 367-); su sustento normativo es lo establecido en los arts. 512 

, 902 

, 1109 

, 1072, 1071 bis, y concs. del Código Civil. 

En tal sentido se ha sostenido que si bien la real malicia ha contribuido a afianzar la libertad de prensa, especialmente en su país de origen (conf. caso "Sullivan"), en nuestro país resulta innecesaria su aplicación, por cuanto el Código Civil de Vélez es más protectivo, para los medios de prensa, que la propia doctrina americana (conf. Ancarola, Gerardo, "Libertad de prensa.Un preocupante fallo", publicado en LL 2004-C, 813). 

En una posición contraria, se introduce en esta materia la doctrina creada por la Corte de Estados Unidos en el Precedente "New York Times v. Sullivan". De acuerdo a ello, para casos como el que nos ocupa -y a fin de que alguna responsabilidad quepa al medio de comunicación - se debe acreditar la real malicia, o lo que es lo mismo, la intención deliberada de producir un daño valiéndose a tal fin de un medio de prensa o de comunicación (conf. CNCiv, Sala D, "B., R. A. c/ P., M. y otros", del 07/03/2005). De acuerdo a esta doctrina, se requiere que las informaciones hayan sido difundidas con conocimiento de que eran falsas o con imprudente y notoria despreocupación sobre si eran o no falsas (fallo 320:1272 

). 

Pero, esta doctrina, que fue adoptada por nuestra Corte Suprema, en casos como "Morales Solá" (LL 1996-E, 328); "Ramos" (Fallo 319:2428 

; LL 2000-B, 558); "Roviralta" (Fallo: 327:789; LL 2004-C, 815), no resulta aplicable en este caso. 

En el caso, los argumentos por los cuales se fundó la condena de los demandados se basan en la indebida injerencia en la vida privada de la actora, como derivación lógica de la interpretación del art. 19 de la Constitución Nacional, y en tal ámbito, no es relevante la verdad o falsedad de los hechos afirmados; la doctrina de la real malicia, p ara eximir de responsabilidad a un medio de prensa resulta inadmisible cuando sin justificación, en forma ilegítima, se invade la esfera de estricta privacidad de una persona; no puede admitirse tal doctrina cuando los jueces consideraron que la conducta evaluada era en sí antijurídica de acuerdo a los principios que surgían del art. 19 de la Constitución Nacional según la interpretación dada por la Corte Suprema (conf. voto de los doctores Maqueda y Zaffaroni, en los autos "S., L. E. c.Diario El Sol", del 28/08/2007, publicado en LL 2007-E, 609 - DJ 2007-III, 325). 

Por estos fundamentos es que entiendo que estas quejas también deberán ser rechazadas. 

VII.- Pide el codemandado Telearte Sociedad Anónima Empresa de Radio y Televisión que se considere que el derecho a la imagen cede ante un interés general de la sociedad, limitándose a fines científicos, didácticos y en general culturales. 

Este agravio tampoco puede admitirse si tenemos en cuenta que el último párrafo del art. 31 de le ley 11.723, referido a que si bien el retrato fotográfico de una persona no puede ser puesto en el comercio sin el consentimiento expreso de la persona misma, será "... libre la publicación ... cuando se relacione con fines científicos, didácticos y en general culturales, o con hechos o acontecimientos de interés público o que se hubieran desarrollado en público..."que no encuadran en el caso de autos; no se ha acreditado que medien fines relevantes que lleven a no requerir consentimiento de la accionante para publicar su imagen. 

En suma, también propiciaré el rechazo de este agravio. 

VIII.- Por otro lado, sostuvo nuestro más Alto Tribunal en el caso "Campillay" del 15/5/86 (LL, 1986-C, 411), que la "función primordial que en toda sociedad moderna cumple el periodismo, supone que ha de actuar con la más amplia libertad; pero el ejercicio del derecho de informar no puede extenderse en detrimento de la necesaria armonía con los restantes derechos constitucionales, entre los cuales se encuentran el de la integridad moral y el honor de las personas -arts. 14 y 33 CN-" (Fallo: 308:789, citado por CNCiv, Sala H, "R., H. c. Telearte S.A.", LL 2003-F, 163 - RCyS 2004-V, 118). 

Asimismo ya se dijo que el derecho de publicar las ideas o el derecho a la información constitucionalmente protegidos, encuentra su límite en los derechos de las personas a su privacidad.Nadie puede inmiscuirse en la vida privada de una persona ni violar áreas de su actividad no destinadas a ser difundidas, sin su consentimiento (CSJN en autos "Ponzetti de Balbín, Indalia c. Editorial Atlántida S.A. - Fallos 306-2:1904). 

En la especie, en mi criterio, la difusión del material del modo en que fue expuesto no se encontraba autorizado por la actora. Importó un abuso del derecho de libertad de prensa y de la publicación de la imagen; además de constituir la nota en sí, una violación del derecho a la intimidad imputando a la demandante hechos que importen intromisión indebida en la vida privada de la actora, con aptitud para perturbar su intimidad, difundiendo hechos de la esfera de los derechos personalísimos, que además pueden afectar a terceros -como es el caso del novio de la actora de acuerdo a lo dicho por los testigos mencionados-. Esta es la conclusión que tiene como derivación lógica de la interpretación del art. 19 de la Constitución Nacional y 1071 bis del Cód. Civil. 

Tanto la publicación de la imagen de la actora -incluso cuando se mencionara erróneamente su nombre-, como la mención de una supuesta relación íntima y sexual que la actora habría mantenido con el cantante "Iggy Pop" resultan en mi visión, una clara violación a la intimidad, honor e imagen de la accionante y por ello la acción debe prosperar; no resultando necesario acreditar el comportamiento doloso o culposo de los accionados, cuando como en el caso, sin justificación alguna se invadió la esfera de estricta privacidad de la actora. 

Si falta el fin legitimante, la ilegitimidad del acto basta para que sea resarcible el daño injusto, innecesario e inmerecidamente producido a la afectada por la información difundida (conf. CNCiv, Sala D, "R., P. A. c/ Arte Radiotelevisivo Arg. S.A. y otros, publicado en el diario La Ley del 4 de agosto de 2.008, pág.11).- 

Por tanto, no queda más que confirmar la sentencia en lo que hace a la responsabilidad asignada a los codemandados en el caso. 

IX.- Resta tratar las quejas vertidas sobre el daño moral reconocido. Ambos codemandados cuestionan la cuantificación del daño moral, agraviándose también el Sr. Gelblung de su procedencia. 

Se conceptualiza al daño moral como el menoscabo o lesión a intereses no patrimoniales provocados por el evento dañoso. Comprende los padecimientos y angustias que lesionan las afecciones legítimas de la víctima. Es un daño no patrimonial, es decir, todo perjuicio que no puede comprenderse como daño patrimonial por tener por objeto un interés puramente no patrimonial. También se lo ha definido como una modificación disvaliosa del espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer o sentir, que se traduce en un modo de estar la persona diferente al que se hallaba antes del hecho, como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial. Se trata de todo menoscabo a los atributos o presupuestos de la personalidad jurídica, con independencia de su repercusión en la esfera económica. 

En la especie, la acreditación de la afectación a los derechos señalados "ut supra" trae aparejado un daño moral, que no requiere prueba específica, sino que surge "in re ipsa", teniéndose por acreditado con la sólo comisión del acto antijurídico, en función de las particulares características que se presentan en el caso. Consiguientemente, no puede cuestionarse la procedencia de esta partida. 

En cuanto a su cuantificación, si bien este rubro tiene por finalidad reparar el daño sufrido por la víctima como consecuencia de la afectación a los derechos mencionados, ello no obsta a que, se considere la extensión de la misma, la repercusión que tuvo, el medio en el cual se difundió, la entidad y magnitud de los derechos que lesiona, y la afectación que indudablemente provocó en la vida social de la accionante.En este sentido, el monto indemnizatorio se encuentra librado al prudente arbitrio judicial, con amplias facultades para computar las particularidades de cada caso. En virtud de las consideraciones precedentes y teniendo en cuenta las características de los derechos afectados (imagen, intimidad y honor); en uso de las facultades que confiere el art. 165 

del Cód. Civil, por resultar elevada la suma fijada, propongo su disminución a la cantidad de pesos treinta mil pesos ($30.000) . 

X.- Por todos los fundamentos dados, propicio al acuerdo, modificar la sentencia recurrida, disminuyendo el daño moral a pesos treinta mil ($30.000), confirmándola en todo lo que fue materia de agravio. Las costas de Alzada se imponen a los demandados, en virtud del resultado de las apelaciones (conf. art. 68 Código Procesal). 

Por análogas razones los Dres. Liberman y Galmarini votan en igual sentido. 

Con lo que terminó el acto Firmado: Marcela Pérez Pardo, Víctor Fernando Liberman y José Luis Galmarini. Es copia fiel del original que obra en Libro de Acuerdos de esta Sala. 

Jorge A. Cebeiro 

Sec. de Camara interino 

Buenos Aires, septiembre de 2010. 

Y VISTOS: lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedentemente transcripto el tribunal decide: modificar la sentencia recurrida, disminuyendo el daño moral a pesos treinta mil ($30.000), confirmándola en todo lo que fue materia de agravio. Las costas de Alzada se imponen a los demandados, en virtud del resultado de las apelaciones (conf. art. 68 

Código Procesal). 

Difiérese conocer de los recursos deducidos por honorarios y los correspondientes a la alzada para cuando exista liquidación aprobada en los términos de la ley 24.432 

. 

El juzgado actuante deberá arbitrar los medio necesarios a fin de que los condenados en costas integren la tasa de justicia pertinente de conformidad con los art.10, 11, 12 

y 14 

de la le 23.898. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

Jorge A. Cebeiro 

Sec. de Camara interino 

Fuente: Microjuris.com.ar
